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SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 5 de agosto de 2024. 

 La parte apelante, Ballester Hermanos, Inc. comparece ante 

nos para que dejemos sin efecto la Sentencia emitida y notificada 

por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Bayamón, el 22 de 

diciembre de 2023.  Mediante la misma, el foro primario declaró Ha 

Lugar dos mociones de sentencia sumaria respectivamente 

promovidas por CC1 Beer Distributors, Inc. (CC1) y The Edrington 

Group USA, LLC, h/n/c/ Edrington Americas. En consecuencia de 

ello, desestimó una demanda sobre incumplimiento de contrato, 

interferencia torticera contractual y daños y perjuicios incoada por 

la parte apelante. 

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

confirma la Sentencia apelada.  

I 

 El 27 de noviembre de 2019, la parte apelante presentó la 

demanda de epígrafe. Mediante la misma, alegó que, para el año 
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1990, tenía un contrato de distribución exclusiva en Puerto Rico, 

con la compañía Brugal & Compañía (Brugal), ello respecto a todos 

los licores de su marca.  Al respecto, expresamente indicó que, el 

contrato en cuestión, no era uno por escrito, sino verbal.  Sin 

embargo, sostuvo que el mismo estaba “ampliamente 

documentado”1 por el curso de transacciones y operaciones 

comerciales suscitadas entre las partes, su desempeño como 

distribuidor exclusivo de Brugal, así como por comunicaciones que 

confirmaban su condición como tal.  

 En su demanda, la parte apelante indicó que, para febrero del 

año 2008, la entidad Edrington Escocia, compañía matriz de la 

apelada Edrington Americas, adquirió el sesenta por ciento (60%) de 

las acciones de Brugal. Añadió que, en dicho año, a la apelada 

Edrington Americas se le encomendó el rol de velar las operaciones 

de exportación y venta de Brugal. En particular, sostuvo que, toda 

vez ello, su personal se reunió con los ejecutivos de Edrington 

Americas para intercambiar y desarrollar estrategias de mercadeo y 

publicidad. No obstante, la parte apelante sostuvo que, en lo 

concerniente al contrato de distribución en controversia, nada 

cambió, toda vez que continuó siendo el distribuidor de los 

productos de Brugal, así como que nunca recibió queja alguna 

respecto a su desempeño.  

 La parte apelante alegó que, pese a conocer sobre su condición 

de distribuidor de Brugal, el 13 de marzo de 2019, la apelada 

Edrington Americas, por conducto de uno de sus ejecutivos, 

verbalmente le informó su determinación de cancelar el contrato de 

distribución en disputa, con el fin de transferir dicha gestión a la 

apelada CC1.  Al abundar, expuso que, el 15 de abril de 2019, la 

apelada Edrington Americas le remitió una misiva informándole que 

 
1 Véase, Apéndice, Anejo 1: Demanda, pág. 2. 
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dicha determinación obedeció a que, la decisión de la venta del 

negocio de whiskey Cutty Sark hacía innecesario mantener en 

Puerto Rico relaciones contractuales con otros distribuidores, razón 

por la cual optó por consolidar la distribución de todos sus 

productos a través de su distribuidor primario. La parte apelante 

sostuvo que, tras ello, Brugal dejó de suplirle sus productos, 

cancelando, de facto y sin justa causa, el contrato de distribución 

objeto de litigio. Añadió que, el 9 de septiembre de 2019, la apelada 

Edrington Americas formalmente le notificó que, a partir del 1 de 

octubre de 2019, la apelada CC1 tendría a cargo la distribución de 

Brugal para todo Puerto Rico, decisión que finalmente se confirmó 

el 13 de noviembre de 2019.  

 A tenor con lo antes expuesto, y como primera causa de 

acción, la parte apelante imputó a la apelada CC1 haber incurrido 

en conducta constitutiva de interferencia contractual culposa.  

Específicamente, afirmó que esta sabía de la existencia de su 

contrato de distribución con Brugal. En apoyo a su afirmación, 

añadió que el 24 de abril de 2019, le cursó una misiva 

apercibiéndole sobre la ilegalidad en la cancelación del contrato en 

controversia, y, en consecuencia, su rol como nuevo distribuidor de 

Brugal. A tal fin, también expuso que la apelada CC1 “promovió, 

para su propio beneficio, la ruptura del contrato de distribución, 

incitando a Edrington Americas a hacer que Brugal & Cía. lo 

cancelara […]”2, todo en contravención a las disposiciones de la Ley 

de Contratos de Distribución de Puerto Rico, Ley Núm. 75 de 24 de 

junio de 1964, 10 LPRA sec. 278 et seq. De este modo, amparándose 

en las disposiciones del entonces vigente Artículo 1802 del Código 

Civil de 1920, 31 LPRA sec. 5141, solicitó que se impusiera a la 

apelada CC1 y a Brugal la responsabilidad solidaria de resarcir los 

 
2 Íd., pág. 4. 
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daños derivados de la antedicha conducta. Respecto a la apelada 

Edrington Americas, la parte apelante sostuvo que, por igual, su 

conducta fue una constitutiva de interferencia torticera contractual, 

toda vez que, conociendo la vigencia de su contrato de distribución, 

interfirió de manera ilícita con el mismo. Bajo dicha aseveración 

afirmó que lo anterior incidió en la determinación de la cancelación 

de su contrato con Brugal, redundando ello en una pérdida 

económica sustancial para su negocio. De este modo, solicitó que se 

le impusiera la obligación de indemnizar los daños derivados de 

dicha conducta, de manera solidaria con las antedichas compañías. 

Así, como parte de su súplica, la parte apelante solicitó el pago 

solidario de una suma total de $2,450,000.00. 

 El 15 de julio de 2020, la apelada CC1 presentó su 

Contestación a la Demanda.  En el pliego, admitió haber recibido la 

misiva del 24 de abril de 2019 cursada por la parte apelante. No 

obstante, negó responsabilidad alguna de la imputada, ello en 

cuanto a su alegada interferencia intencional con la vigencia del 

contrato de distribución en disputa. A su vez, según expuso, por 

información y creencia, la cancelación del contrato, lejos de 

producirse por su intervención, tuvo lugar por haber mediado justa 

causa. De este modo, y reafirmándose en que no incurrió en 

conducta constitutiva de ilicitud, solicitó la desestimación de la 

causa de acción de autos.  

 En igual fecha, la apelada Edrington Americas también 

presentó su alegación responsiva respecto a la demanda de epígrafe. 

En esencia, indicó que, tal cual aducido en la demanda, nunca 

figuró como parte en el contrato de distribución entre la parte 

apelante y Brugal, por lo que, respecto al mismo, era un tercero. 

Igualmente, indicó que, en efecto, conocía de la relación de negocios 

entre las referidas compañías, más, sostuvo que la cancelación 

contractual en litigio obedecía a una justa causa para dejar sin 
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efecto las obligaciones habidas. Así, solicitó la desestimación del 

pleito en su contra. 

 Así las cosas, y tras varias incidencias procesales, incluyendo 

la presentación del Informe de Conferencia con Antelación al Juicio, 

así como la celebración virtual de la referida audiencia, el 20 de 

junio de 2023, la apelada Edrington Americas presentó una Moción 

de Sentencia Sumaria. En esta ocasión, y contrario a su afirmación 

en su Contestación a la Demanda, la entidad expresamente indicó 

que no era un tercero ajeno a la relación contractual de distribución 

entre la parte apelante y Brugal, y que, por razón de ser una afiliada 

de esta última empresa, no podía considerársele como tal para a 

propósitos de una acción civil sobre interferencia torticera. A su vez, 

nuevamente expuso que la cancelación del contrato en controversia 

resultó del reiterado incumplimiento de la parte apelante con sus 

obligaciones esenciales como distribuidora.  A tenor con ello, indicó 

que no existía controversia alguna en cuanto a que la cancelación 

del contrato de distribución reclamado por la parte apelante, fue una 

cónsona con las disposiciones legales aplicables a la materia. Al 

proseguir, sostuvo que, dado a que su compañía matriz adquirió la 

mayoría de las acciones de Brugal, esta le delegó trabajar todo lo 

relacionado a los productos de Brugal junto a la parte apelante 

hasta la terminación del contrato en disputa en el año 2019. Indicó 

que, toda vez lo anterior, no existía controversia en cuanto a que fue 

ella, por conducto de sus ejecutivos, quien asumió las obligaciones 

de Brugal como principal en el contrato, por lo que, por más de diez 

años, supervisó la gestión de la entidad apelante y autorizó sus 

transacciones. La apelada Edrington Americas añadió que, dadas 

sus facultades, Brugal, por admisión de sus ejecutivos, acataba sus 

órdenes, y sostuvo, a su vez, que, en calidad de principal, fue quien 

tomó la determinación de terminar la relación contractual de 

distribución de la parte apelante. 
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 En su solicitud, la apelada Edrington Americas se reafirmó en 

que la parte apelante no podía prevalecer en sus argumentos, toda 

vez que, por no ser un tercero ajeno a la obligación contractual en 

controversia, en estricto derecho, no tenía a su haber remedio 

alguno en ley.  Sobre dicho particular, reprodujo sus argumentos en 

cuanto a haber sustituido a Brugal en sus obligaciones 

contractuales con la parte apelante, y, en la alternativa, planteó la 

operación de la figura de la novación contractual. Igualmente, 

destacó que el reiterado incumplimiento de Ballester Hermanos, Inc. 

con sus obligaciones como distribuidora, fue la razón por la cual se 

dejó sin efecto el negocio en cuestión. Así, tras sostener que no 

existía controversia alguna en cuanto a la improcedencia de la causa 

de acción de epígrafe, la apelada Edrington Americas solicitó que se 

dictara sentencia sumaria parcial en el caso, desestimando la 

demanda de epígrafe en cuanto a su persona.3   

 
3 La apelada Edrington Americas, acompañó su Moción de Sentencia Sumaria con 

la siguiente prueba documental: 1) copia de la deposición tomada al señor 

Alejandro Ballester González, los días 23 de junio de 2021, 6 de octubre de 2021 
y 11 de agosto de 2022; 2) copia de correo electrónico con fecha del 6 de febrero 

de 2008, adjuntando misiva informativa sobre la adquisición de Edrington Group 

de la mayoría de las acciones de Brugal; 3) copia de la deposición tomada al señor 

Mario Pujols 9 de febrero de 2022; 4) copia de la deposición tomada a la señora 

Andrea Paláez el 9 de junio de 2021; 5) copia de a deposición tomada a la señora 

Amelia Fernández Peña el 2 de febrero de 2022; 6) copia de deposición tomada a 
la señora Nadya Oyola González el 4 de agosto de 2021; 7) copia de 

comunicaciones electrónicas entre los representantes de la apelada Edrington 

Americas y los representantes de la parte apelante, ello sobre la ejecución de los 

negocios en disputa; 8) copia de la deposición tomada al señor Juan A. Campos 

García-Hirschfeld el 29 de abril de 2021; 9) copia de la deposición tomada  a la 
señora Jada Portela el 14 de julio de 2021; 10) copia de comunicaciones entre las 

partes respecto a cambios en los representantes de venta de la parte apelada, así 

como de discusiones pendientes sobre las ventas de los productos de Brugal; 11) 

copia de presentaciones sobre el estado de situación de ventas de los licores 

Brugal, incluyendo tablas sobre las ventas del producto; 12) copia de demanda en 

la Corte Federal para el Distrito de Puerto Rico en contra de Brugal, promovida 
por la aquí apelante; 13) copia de deposición tomada al señor Daniel Centeno el 

28 de abril de 2021; 14) copia de órdenes de compra de los productos Brugal por 

parte de la entidad apelante; 15) copia de misiva con fecha del 15 de abril de 2019 

dirigida a la parte apelante y suscrita por la representante de la apelada Edrington 

Americas notificando la transición de la distribución de los productos Brugal a su 
distribuidor principal, y, en consecuencia, relevando de ello a la parte apelante. 

16) copia de carta suscrita por la parte apelante, con fecha del 24 de abril de 2019, 

dirigida a la entidad apelada Edrington Americas, expresando su inconformidad 

con la decisión de cancelar su contrato de distribución, así como las 

consecuencias legales pertinentes. 17) copia de carta suscrita por la parte 

apelante, con fecha del 24 de abril de 2019, dirigida a la entidad apelada CC1, 
notificando su desacuerdo en cuanto a que se le delegara la distribución de los 

productos Brugal, así como las consecuencias legales aplicables a su alegada 

intervención.      
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 Por su parte, el mismo 20 de junio de 2023, la apelada CC1 

presentó Moción de Sentencia Sumaria Parcial. En esencia, adoptó 

varios de los hechos incontrovertidos expuestos por la apelada 

Edrington Americas en su solicitud de sentencia sumaria, ello en 

cuanto a la justa causa que provocó la cancelación de contrato de 

distribución entre la parte apelante y Brugal. A su vez, añadió que, 

a la fecha de la terminación del referido vínculo, desconocía los 

términos por los cuales ello aconteció y que, a dicho momento, la 

apelada Edrington Americas se encontraba evaluando distintas 

compañías que pudieran asumir la distribución en Puerto Rico de la 

marca Brugal.  En apoyo a su afirmación, la apelada CC1 destacó el 

hecho de que, en la carta cursada por la apelada Edrington Americas 

a la parte apelante el 15 de abril de 2019, no se dispuso sobre la 

designación específica de distribuidor alguno, sino que solo se 

notificó la intención de la empresa de consolidar sus marcas bajo 

un mismo distribuidor.   

 En el pliego, la apelada CC1 afirmó que la parte apelante 

carecía de evidencia alguna que estableciera la interferencia 

contractual torticera que se alegó en su contra. A los efectos de 

sustentar su postura, se reafirmó en que, cuando se produjo la 

cancelación en controversia, a saber, el 15 de abril de 2019, no 

había adquirido los derechos de distribución en disputa por parte 

de la apelada Edrington Americas. Sobre dicho particular, expresó 

que, las conversaciones que condujeron a ello acontecieron con 

posterioridad a la terminación del negocio en cuestión y no fue, sino, 

hasta septiembre de 2019, que formalmente se concretó su vínculo 

como el nuevo distribuidor de los productos de Brugal por iniciativa 

de la apelada Edrington Americas. De este modo, y tras sostener que 

la inexistencia de controversia alguna respecto a los términos de su 

relación con la apelada Edrington Americas, la apelada CC1 solicitó 

al Tribunal de Primera Instancia que dictara sentencia sumaria 
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parcial en el caso a los fines de desestimar la demanda de autos en 

cuanto a su persona.4    

 El 26 de julio de 2023, la parte apelante presentó una Moción 

de Sentencia Sumaria Parcial.  En la misma, esencialmente planteó 

que no existía controversia de hechos en cuanto a que la cancelación 

de su contrato fue una sin justa causa, contraria a las disposiciones 

de la Ley Núm. 75, supra.  Al abundar, expuso una relación de los 

términos de la ejecución de sus funciones como distribuidora de 

Brugal.  En específico, resaltó que su desempeño como tal siempre 

fue uno de altura, hecho que, según sostuvo, fue expresamente 

reconocido por la apelada Edrington Americas. En específico, aludió 

a varios correos electrónicos suscritos por esta en los que se 

exaltaba su gestión en la distribución de los productos Brugal y, a 

base de ello, se reafirmó en que la cancelación del vínculo en disputa 

fue una arbitraria e ilegal.  

En el pliego, la parte apelante añadió que, en su alegación 

responsiva, la apelada Edrington Americas se limitó a indicar que 

los motivos de la cancelación contractual en litigio resultaron de la 

determinación empresarial de consolidar la distribución de sus 

marcas en un único distribuidor principal. No obstante, afirmó que, 

 
4 La apelada CC1 acompañó su solicitud de sentencia sumaria con los siguientes 

documentos: 1) copia de la deposición tomada al señor Alejandro Ballester 

González el 23 de junio de 2021 y el 6 de octubre de 2021; 2) copia de la deposición 

tomada a la señora Andrea Peláez el 9 de junio de 2021; 3) copia de la deposición 
tomada a la señora Amelia Fernández Peña el 2 de febrero de 2022; 4) copia de 

comunicaciones electrónicas entre los representantes de las compañías 

involucradas en el litigio de autos; 5) copia de la deposición tomada a la señora 

Nadya Oyola González el 4 y el 6 de agosto de 2021; 6) copia de la deposición 

tomada al señor Juan A. Campos García-Hirschfeld el 29 de abril de 2021; 7) 

copia de comunicaciones entre las partes respecto a cambios en los 
representantes de venta de la parte apelada, así como de discusiones pendientes 

sobre las ventas de los productos de Brugal; 8) copia de presentaciones sobre el 

estado de situación de ventas de los licores Brugal, incluyendo tablas sobre las 

ventas del producto; 9)  copia de misiva con fecha del 15 de abril de 2019 dirigida 

a la parte apelante y suscrita por la representante de la apelada Edrington 
Americas notificando la transición de la distribución de los productos Brugal a su 

distribuidor principal, y, en consecuencia, relevando de ello a la parte apelante. 

10) copia de carta suscrita por la parte apelante, con fecha del 24 de abril de 2019, 

dirigida a la entidad apelada Edrington Americas, expresando su inconformidad 

con la decisión de cancelar su contrato de distribución, así como las 

consecuencias legales pertinentes. 11) copia de autorización suscrita por la 
apelada Edrington Americas, con fecha del 25 de septiembre de 2019, facultando 

a la apelada CC1 a asumir la distribución de, entre otros productos, los licores 

Brugal.      
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fue en su solicitud de sentencia sumaria, cuando, por primera vez, 

la apelada Edrington Americas justificó la terminación del vínculo 

en un alegado patrón de deficiencias en su gestión como 

distribuidora. De este modo, y reafirmándose, en que las compañías 

aquí apeladas, interfirieron de manera ilícita y torticera con su 

contrato de distribución con Brugal, solicitó al tribunal primario que 

dictara sentencia sumaria a su favor, imponiéndole la 

responsabilidad correspondiente por concepto del resarcimiento de 

los daños resultantes.5  

El 12 de septiembre de 2023, las apeladas CC1 y Edrington 

Americas presentaron su Oposición a Moción de Sentencia Sumaria. 

En lo pertinente, afirmaron que la parte apelante incumplió con 

demostrar que se configuró una causa de acción por interferencia 

 
5 La parte apelante acompañó su pliego con la siguiente prueba documental: 1) 

declaración jurada suscrita por el señor Joseph Magruder Dávila, empleado de la 

parte apelante; 2) copia de tabla sobre las órdenes de compras de los licores 
Brugal por parte de la entidad apelante; 3) copia de porción de las deposiciones 

tomadas al señor Alejandro M. Ballester el 23 de junio de 2021, el  6 de octubre 

de 2021 y del 11 de agosto de 2022; 4) copia de declaración jurada suscrita por 

el señor Alejandro M. Ballester, Presidente de la entidad apelante; 5) tabla de 

recibos de órdenes de compra de los licores Brugal; 6) copia de archivo de  órdenes 

de compra, facturas recibos de producto y pagos del periodo comprendido entre 
el 2014 al 2019; 7) porción de transcripción de la deposición tomada  a la señora 

Amelia Fernández Peña, Ejecutiva de Brugal, el 2 de febrero de 2022; 8)  porción 

de transcripción de la deposición tomada a la señora Nadya Oyola González, el 4 

de agosto de 2021; 9) tabla de recibos emitidos por la apelante, relacionados a 

inversión en promociones de Brugal; 10) copia de recibos de pago de facturas; 11) 
porción de transcripción de la deposición tomada  a la señora Jada Portela, 

ejecutiva de Edrington Americas, el 14 de julio de 2021; 12) porción de 

transcripción de la deposición tomada  al señor Juan Campos, Ejecutivo de 

Edrington, el 29 de abril de 2021; 13) Informe con fecha 19 de enero de 2021 

intitulado Damage Calculation for Ballester Hermanos Inc. Under Act 75, preparado 

por el contable público autorizado Eduardo Soria Rivera; 14) copia de correo 
electrónico de Andrea Palaez a Nadya Oyola del 3 de diciembre de 2018; 15) 

porción de transcripción de la deposición tomada  a la señora Andrea Palaez el 9 

de junio de 2021; 16) carta con fecha del 15 de abril de 2019 enviada por Jada 

Portela a la parte apelante, por conducto de su Presidente; 17) copia de correos 

electrónicos enviados entre los representantes de la parte apelante y la apelada 

Edrington Américas; 18) carta con fecha del 24 de abril de 2019 remitida por la 
parte apelante a la representante de la apelada Edrington Americas, manifestando 

su inconformidad con la terminación del contrato de distribución en controversia; 

19) carta con fecha del 1 de mayo de 2019 suscrita por la  representante de la 

apelada Edrington Americas dirigida a la parte apelante; 19) carta del 24 de abril 

de 2019 suscrita por la parte apelante y dirigida al señor Alberto de la Cruz, 
ejecutivo de la apelada CC1; 20) porción de la deposición del señor Alberto de la 

Cruz, tomada el 8 de noviembre de 2021; 21) copia de correo electrónico enviado 

por un ejecutivo de Edrigton Americas al Presidente de la parte apelante, con 

fecha del 17 de septiembre de 2019; 22) copia de la deposición tomada al señor 

Alberto Rivera Martínez, ejecutivo de la apelada CC1, el 25 de octubre de 2021; 

23)copia de tablas de recibos de pago y reportes de la entidad apelante; 24) copia 
de correos electrónicos suscritos entre los representantes de las compañías 

comparecientes.   
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torticera con el contrato de distribución en su día habido entre ella 

y Brugal. En principio, indicaron que la prueba documental que la 

parte apelante anejó a su solicitud de sentencia sumaria, era 

inadmisible en evidencia, por lo que incumplió con los criterios 

procesales impuestos por el ordenamiento civil para acoger el 

referido mecanismo adjudicativo. A su vez, añadieron que, de los 

hechos alegadamente incontrovertidos, según expuestos por la parte 

apelante, no se desprendía la concurrencia de los elementos propios 

a la acción que promovió. En particular, destacaron que, en su 

pliego, la propia entidad apelante admitió que la apelada Edrington 

Americas manejaba las operaciones de Brugal, hecho que advino a 

ser parte en el contrato de distribución en controversia, hecho que 

impedía considerársele como un tercero. A su vez, añadieron que, 

de lo expuesto por la parte apelante en su moción, surgía que la 

apelada CC1 advino a ser la distribuidora de la marca Brugal con 

posterioridad a que aconteciera la terminación del contrato en litigio. 

De esta forma, y tras sostenerse en que la parte apelante no planteó 

hecho medular alguno que estableciera un acto culposo a ellas 

atribuible constitutivo de interferencia contractual torticera, las 

entidades apeladas solicitaron al Tribunal de Primera Instancia que 

denegara la solicitud de sentencia sumaria promovida por esta.6 

El 13 de octubre de 2023, la parte apelante presentó escrito 

intitulado Oposición a Moción de Sentencia Sumaria de Edrington, 

pliego que, a la luz de su contenido, y de conformidad con la eventual 

corrección propuesta, expone argumentos en oposición a la solicitud 

de sentencia sumaria promovida por la apelada CC1. En síntesis, se 

reafirmó en que la apelada Edrington Americas nunca sustituyó a 

Brugal en sus obligaciones principales, por lo que, para todos los 

efectos, esta estaba impedida de suprimir sus derechos y 

 
6 Las apeladas acompañaron su Oposición a Sentencia Sumaria con la prueba 

documental con la cual acompañaron sus respectivas solicitudes de sumaria.    
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obligaciones a la luz del contrato de distribución en controversia.  A 

su vez, expuso que la apelada CC1, distinto a sus planteamientos, 

no era un actor inocente dentro de la cancelación de su contrato de 

distribución. En este contexto, indicó que, resultaba inmeritorio el 

hecho de que, al momento de su designación oficial como el nuevo 

distribuidor de Brugal, el contrato de distribución en disputa se 

hubiese cancelado, para considerar que interfirió ilegalmente con el 

mismo.  Sobre tal particular, indicó que la carta de terminación del 

contrato, según cursada por la apelada Edrington Americas, 

expresamente indicaba que la distribución de Brugal sería 

transferida al distribuidor principal de la empresa, es decir, a la 

apelada CC1. Añadió que, toda vez, ello, la entidad estaba impedida 

de negar su responsabilidad, puesto que, al aceptar ser el 

distribuidor sucesor, contribuyó a la inejecución de su contrato.  

La parte apelante sostuvo que, a tenor con la interpretación 

de los criterios establecidos, para configurar una causa de acción 

sobre interferencia contractual, se reconocía que, a fin de establecer 

el nexo entre la actuación culposa del tercero infractor y los daños 

ocasionados por su conducta, este hubiera provocado, o 

contribuido, a la inejecución.  De este modo y tras expresar que un 

ejecutivo de la apelada Edrington Americas admitió que la 

determinación de cambiar de distribuidor era un asunto que de 

ordinario se consultaba con el distribuidor a designarse como 

sucesor, solicitó que se declarara No Ha Lugar la solicitud de 

sentencia sumaria promovida por la apelada CC1.7  

 
7  La parte apelante acompañó su pliego con los siguientes documentos:  1) Porción 

de transcripción de la deposición de María del Mar Saldaña como representante 

de Ballester Hermanos, Inc., de fecha 11 de agosto de 2022; 2) Porción de 
transcripción de la deposición de Jada Portela (ejecutiva de Edrington Americas) 

fechada 14 de julio de 2021; 3) Porción de transcripción de la deposición de 

Alejandro M. Ballester (ejecutivo de BHI) de 23 de junio de 2021; 4) Correo 

electrónico “Hasta luego…” de Aileen Ocasio (BHI) del 4 de diciembre de 2017; 5) 

Porción de transcripción de la deposición de María del Mar Saldaña Aponte 

(ejecutiva de BHI) de 21 de junio de 2021; 6) Porción de transcripción de la 
deposición de Raisa Maldonado de Jesús de 17 de noviembre de 2021; 7) Porción 

de transcripción de la deposición de Nadya Oyola González (ejecutiva de BHI) de 

4 de agosto de 2021; 8) Correo electrónico “Next Steps Brugal PR” de Juan Campos 
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 Así las cosas, el 21 de octubre de 2023, la parte apelante 

presentó una Moción de Desistimiento sin Perjuicio en cuanto a 

Edrington Group. Poco después, el 30 de octubre de 2023, la parte 

apelante replicó a los argumentos de oposición que presentaron las 

entidades aquí apeladas respecto a su solicitud de sentencia 

sumaria. En lo atinente, sostuvo que, contrario a lo aducido, no 

incumplió con los criterios procesales estatuidos en el ordenamiento 

para validar su petición, ello en especial alusión a la declaración 

jurada que anejó, según suscrita por su Presidente. A su vez, 

nuevamente reprodujo su argumento en cuanto a que la apelada 

Edrington Americas, en su contestación a la demanda, admitió ser 

un tercero ajeno al contrato de distribución en controversia, por lo 

que, ello en unión a su conocimiento sobre la vigencia del mismo, 

establecía la procedencia de su causa de acción.  Al abundar, la 

parte apelante afirmó que la apelada Edrington Americas nunca 

 
(Edrington) a Iván Huertas, Aileen Ocasio, Alejandro M. Ballester y Ricardo Reyes 

(BHI) de 6 de mayo de 2014; 9) Tabla “Comparison of Purchase Plan (in cases) 

versus Real Purchases (in cases)”; 10) Correo electrónico “Ballester Hermanos´ 

deposition Transcript” de la licenciada Carla Calaf a la licenciada Melissa 

Domínguez de 9 de diciembre de 2022; 11) Regla 30(b)(6) Porción de transcripción 
de la deposición de Alejandro Ballester como representante de Ballester 

Hermanos, Inc. de fecha 11 de agosto de 2022; 12) Correo electrónico “Agenda 

preliminar Vista Jassil Villanueva/Lanzamiento 1888” de Raisa M. Maldonado 

(BHI) a Jassil Villanueva (Brugal) del 6 de abril de 2018; 13) Artículo “Launch of 

“1888” at IN PUERTO RICO Magazine on 2018”; 14) Artículo de IN Puerto Rico 

Magazine “Ron Brugal 1888” de 1 de julio de 2018; 15) Porción de transcripción 
de la deposición de Daniel Centeno (Edrington) de 28 de abril de 2021; 16) Porción 

de transcripción de la deposición de Nadya Oyola González (ejecutiva de BHI) de 

6 de agosto de 2021; 17) Correo electrónico “Lista de Invitados” de Nadya Oyola 

(BHI) a Andrea Pelaez (Edrington) del 12 de marzo de 2019; 18) Factura especial 

número 05-000401 del 31 de mayo de 2019, por un total de $106,145.20, emitida 
por Ballester Hermanos, Inc. a Brugal & Company; 19) Recibo de Pago de Brugal 

Compañía C. por A. a Ballester Hermanos, de 9 de septiembre de 2019; 20) Correo 

electrónico “IMPORTANT”: 1888 Tales Events Logistics” de Johnaida Cintrón 

(HiPromo) a Daniel Centeno (Edrington) del 4 de marzo de 2019; 21) Porción de 

transcripción de la deposición de Ariel Avilés de 20 de septiembre de 2021; 22) 

Correo electrónico “Lista de Invitados” de Johnaida Cintrón (HiPromo) a Nadya 
Oyola (BHI) 14 de marzo de 2019; 23) Correo electrónico “RE: Location for Lunch 

tomorrow” de Alejandro Ballester (ejecutivo de BHI) a Jada Portela (Ejecutiva de 

Edrington) de 13 de marzo de 2019; 24) Porción de transcripción de la deposición 

de Alejandro Ballester (ejecutivo de BHI) de 6 de octubre de 2021; 25) Correo 

electrónico “RE: BRUGAL-213615ª-19-207 from 04/10/19” de Nadya Oyola 
González a Andrea Peláez del 10 de abril de 2019; 26) Porción de transcripción de 

la deposición de Edgar Ruiz de 30 de junio de 2021; 27) “IWSR 2018 Puerto Rico 

Domestic Volume Report 2018”; 28) IWSR 2018 Puerto Rico Annual Report on 

consumption of alcoholic drinks de 4 de junio de 2019; 29) IWSR Executive 

Summary Report 2021 Puerto Rico; 30) Correo electrónico “Brugal Puerto Rico” 

de Jassil Villanueva (Brugal) a Roberto Coira del 13 de abril de 2018; 31) Porción 
de transcripción de la deposición de Amelia Fernández Peña (ejecutiva de Brugal 

& Co.) de 2 de febrero de 2022; 32) Porción de transcripción de la deposición de 

Jada Portela (ejecutiva de Edrington Americas) fechada el 9 de junio de 2021. 
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demostró ser un alter ego de Brugal, lo que, en estricto derecho, le 

impedía levantar como defensa su condición de afiliada de Brugal o 

subsidiaria de su empresa matriz para soslayar los efectos de la 

demanda. Así, y reiterándose que sus alegaciones estaban 

debidamente sostenidas en prueba admisible suficiente para 

establecer la inexistencia de controversia de hechos alguna sobre la 

responsabilidad de las apeladas en los daños alegados, la parte 

apelante solicitó que se denegara la moción en oposición de 

referencia. 

 Luego de ciertos trámites, el 22 de diciembre de 2023, el 

Tribunal de Primera Instancia notificó la Sentencia aquí apelada. En 

la misma, acogió los argumentos respectivamente expuestos por las 

compañías apeladas y, en consecuencia, resolvió que no 

concurrieron los elementos necesarios para configurar una causa de 

acción sobre interferencia contractual torticera. En su 

pronunciamiento, el foro primario dispuso que, conforme se 

estableció, la apelada Edrington Americas asumió los derechos y 

obligaciones relacionados al contrato de distribución objeto de 

litigio, una vez advino a ser el accionista principal de Brugal.  Así, al 

amparo de dicha conclusión, afirmó que, contrario a la pretensión 

de la parte apelante, la apelada Edrington Americas no podía 

considerarse como un tercero capaz de interferir con la relación 

contractual en disputa, todo por ser parte de la misma. 

 En su dictamen, el tribunal sentenciador también expresó que 

la prueba sometida a su consideración demostró que la cancelación 

del contrato de distribución habido entre la parte apelante y Brugal 

no fue arbitraria, caprichosa, ni por razón de interferencia torticera 

alguna provocada por la apelada CC1. A ello añadió que, de acuerdo 

con la evidencia presentada, para la fecha en la que la distribución 

de los productos Brugal se asignó a la apelada CC1, a saber, el 1 de 

octubre de 2019, el vínculo con la parte apelante ya no existía. Así, 
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el Tribunal de Primera Instancia declaró Ha Lugar las mociones de 

sentencia sumaria promovidas por las apeladas, resultando, ello, en 

la desestimación de la demanda de epígrafe.   

 Inconforme, y tras denegada una previa solicitud de 

reconsideración, el 4 de abril de 2024, la parte apelante compareció 

ante nos mediante el presente recurso de apelación.  En el mismo 

formula los siguientes planteamientos: 

Erró el TPI al dictar sentencia sumaria a pesar de que 

existe controversia sustancial y real en cuanto a hechos 
materiales que lo impiden, a saber: a) si Edrington 

asumió las obligaciones de Brugal bajo el contrato de 
distribución con Ballester, mediante novación o 
asunción de derechos y obligaciones; y, b) si existía 

justa causa para cancelar el contrato de distribución 
entre Ballester y Brugal. 

 
Erró el TPI al determinar que "[...] Edrington [asumió] 
los derechos y obligaciones de la relación de 

distribución de Brugal con Ballester, por convertirse en 
el accionista principal de Brugal [por lo que] no puede 
ser considerado como un tercero capaz de interferir en 

la relación contractual que existía con Ballester." 
 

Erró el TPI al concluir incorrectamente que Edrington 
es el accionista principal de la marca Brugal, y que por 
tal razón no es un tercero, ignorando el principio básico 

de separación de la personalidad jurídica entre 
entidades corporativas no importa que sean parte de un 
mismo conglomerado. 

 
Erró el TPI al no dar peso alguno a la admisión de 
Edrington de que es un tercero, ante el contrato de 

distribución entre Ballester y Brugal. 
 
Erró el TPI al aplicar un estándar de culpa incorrecto al 

sostener que la cancelación del contrato de distribución 
entre Brugal y Ballester no fue arbitraria, caprichosa, 

ni abusiva, en lugar de determinar si existía o no justa 
causa para la terminación del contrato, conforme a la 
Ley 75.  

 
El TPI incurrió en abuso de discreción al dictar 

sentencia sumaria en cuanto a Edrington cuando ya 
Ballester había desistido de la acción en cuanto a esta 
por motivo de la orden de la Corte Federal y en efecto, 

ya había incluido a Edrington en el pleito en la corte 
federal mediante enmienda a la demanda. 
 

Erró el TPI a determinar que CC1 no interfirió con el 
contrato entre Brugal y Ballester porque alegadamente 

a la fecha en que se le otorgó la distribución el referido 
contrato ya se había cancelado, ignorando así la 
existencia de controversia sobre el hecho de que antes 
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de la terminación de dicho contrato CC1 sabía que era 
distribuidor sucesor.  

 

Luego de examinar el expediente de autos y con el beneficio 

de la comparecencia de ambas partes de epígrafe, procedemos a 

expresarnos. 

II 

A 

La Regla 36.1 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, 

R. 36.1, permite a una parte que solicite un remedio presentar una 

moción para que se dicte sentencia sumaria a su favor sobre la 

totalidad o cualquier parte de esta.  Así, el tribunal podrá dictar 

sentencia sumaria parcial para resolver cualquier controversia que 

sea separable de las controversias restantes.  32 LPRA Ap. V, R. 

36.1; Oriental Bank v. Caballero García, 212 DPR 671 

(2023); Camaleglo v. Dorado Wings, Inc., 118 DPR 20, 25 

(1986).  Este mecanismo procesal es un remedio de carácter 

extraordinario y discrecional.  Su fin es favorecer la más pronta y 

justa solución de un pleito que carece de controversias genuinas 

sobre los hechos materiales y esenciales de la causa que 

trate.  Segarra Rivera v. Int’l Shipping et al., 208 DPR 964, 979 

(2022); Rodríguez García v. UCA, 200 DPR 929, 940 (2018); Roldán 

Flores v. M. Cuebas et al., 199 DPR 664, 676 (2018). Un hecho 

material es “aquel que puede alterar el resultado de la reclamación 

de acuerdo al derecho aplicable”. Segarra Rivera v. Int’l Shipping et 

al., supra, pág. 980.  De este modo, y debido a la ausencia de 

criterios que indiquen la existencia de una disputa real en el asunto, 

el juzgador de hechos puede disponer del mismo sin la necesidad de 

celebrar un juicio en su fondo. Universal Ins. y otro v. ELA y Otros, 

211 DPR 455, 457 (2023); León Torres v. Rivera Lebrón, 204 DPR 20, 

41 (2020); Luan Invest. Corp. v. Rexach Const. Co., 152 DPR 652, 

665 (2000). 
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La doctrina considera que el uso apropiado de este recurso 

contribuye a descongestionar los calendarios judiciales y fomenta 

así los principios de celeridad y economía procesal que gobiernan 

nuestro ordenamiento jurídico. Segarra Rivera v. Int’l Shipping et al., 

supra, págs. 979-980; Vera v. Dr. Bravo, 161 DPR 308, 331-332 

(2004). Por tanto, la sentencia sumaria permite la pronta 

adjudicación de las controversias cuando una audiencia formal 

resulta en una dilación innecesaria de la tarea judicial.  Así pues, 

esta solo debe ser utilizada en casos claros, cuando el tribunal tenga 

ante sí la verdad de todos los hechos esenciales alegados en la 

demanda y falte solo disponer de las controversias de derecho 

existentes. Roldán Flores v. M. Cuebas et al., supra, pág. 676; Vera 

v. Dr. Bravo, supra, pág. 334; PFZ Props., Inc. v. Gen. Acc. Ins. 

Co., 136 DPR 881, 911-912 (1994). 

La parte promovente de una solicitud de sentencia sumaria 

está obligada a establecer mediante prueba admisible en evidencia 

la inexistencia de una controversia real respecto a los hechos 

materiales y esenciales de la acción.  Además, deberá demostrar 

que, a la luz del derecho sustantivo, amerita que se dicte sentencia 

a su favor.  Rodríguez García v. UCA, supra, pág. 941; Ramos Pérez 

v. Univisión, 178 DPR 200, 218 (2010); Vera v. Dr. Bravo, supra, pág. 

333.  Para que tal sea el resultado, viene llamado a desglosar en 

párrafos numerados los hechos respecto a los cuales aduce que no 

existe disputa alguna. Una vez expuestos, debe especificar la página 

o párrafo de la declaración jurada u otra prueba admisible que 

sirven de apoyo a su contención.  32 LPRA Ap. V, R. 36.3(a)(4); 

Roldán Flores v. M. Cuebas, et al., supra pág. 677; SLG Zapata-Rivera 

v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 432-433 (2013). 

Para derrotar una moción de sentencia sumaria, la parte que 

se opone a la misma viene llamada a presentar declaraciones 

juradas o documentos que controviertan las alegaciones 
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pertinentes.  32 LPRA Ap. V, R. 36.5.  Por ello, tiene la obligación de 

exponer de forma detallada aquellos hechos relacionados al asunto 

que evidencien la existencia de una controversia real que deba 

ventilarse en un juicio plenario.  Roldán Flores v. M. Cuebas, et al., 

supra, pág. 678; SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra, pág. 

434; Rodríguez de Oller v. TOLIC, 171 DPR 293, 311 (2007).  En esta 

tarea, tiene el deber de citar específicamente los párrafos, según 

enumerados por el promovente, sobre los cuales estima que existe 

una genuina controversia y, para cada uno de los que pretende 

controvertir, detallar de manera precisa la evidencia que sostiene su 

impugnación.  Regla 36.3(b)(2) de Procedimiento Civil, supra; SLG 

Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra, pág. 433. 

Cuando de las propias alegaciones, admisiones o 

declaraciones juradas surge una controversia bona fide de hechos, 

la moción de sentencia sumaria resulta ser improcedente.  Ante ello, 

el tribunal competente debe abstenerse de dictar sentencia sumaria 

en el caso y cualquier duda en su ánimo lo debe llevar a resolver en 

contra de dicha solicitud.  Vera v. Dr. Bravo, supra, pág. 333-334; 

Mgmt. Adm. Servs., Corp. v. ELA, 152 DPR 599, 611 (2000).  Al 

evaluar la solicitud de sentencia sumaria, el tribunal debe 

cerciorarse de la total inexistencia de una genuina controversia de 

hechos.  Rodríguez García v. UCA, supra, pág. 941; Roig Com. Bank 

v. Rosario Cirino, 126 DPR 613, 618 (1990).  Lo anterior responde a 

que todo litigante tiene derecho a un juicio en su fondo cuando 

existe la más mínima duda sobre la certeza de los hechos materiales 

y esenciales de la reclamación que se atienda. Sucn. Maldonado v. 

Sucn. Maldonado, 166 DPR 154, 185 (2005).  Por ese motivo, previo 

a utilizar dicho mecanismo, el tribunal deberá analizar los 

documentos que acompañan la correspondiente solicitud junto con 

aquellos sometidos por la parte que se opone a la misma y los otros 

documentos que obren en el expediente del tribunal.  Iguales 
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criterios debe considerar un tribunal apelativo al ejercer su función 

revisora respecto a la evaluación de un dictamen del Tribunal de 

Primera Instancia emitido sumariamente. Segarra Rivera v. Int’l 

Shipping et al., supra, pág. 981-982; Meléndez González et al. v. M. 

Cuebas, 193 DPR 100, 114 (2015); Vera v. Dr. Bravo, supra, pág. 

334. 

En Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra, págs. 118-

119, el Tribunal Supremo de Puerto Rico estableció el estándar 

específico a emplearse por este foro apelativo intermedio al revisar 

las determinaciones del foro primario con relación a los dictámenes 

de sentencias sumarias.  A tal fin, se expresó como sigue: 

Primero, reafirmamos lo que establecimos en Vera v. 
Dr. Bravo, supra, a saber: el Tribunal de Apelaciones se 

encuentra en la misma posición del Tribunal de Primera 
Instancia al momento de revisar Solicitudes de 

Sentencia Sumaria. En ese sentido, está regido por la 
Regla 36 de Procedimiento Civil, supra, y aplicará los 

mismos criterios que esa regla y la jurisprudencia le 
exigen al foro primario. Obviamente, el foro apelativo 
intermedio estará limitado en el sentido de que no 

puede tomar en consideración evidencia que las partes 
no presentaron ante el Tribunal de Primera Instancia y 
no puede adjudicar los hechos materiales en 

controversia, ya que ello le compete al foro primario 
luego de celebrado un juicio en su fondo. La revisión del 

Tribunal de Apelaciones es una de novo y debe 
examinar el expediente de la manera más favorable a 
favor de la parte que se opuso a la Moción de Sentencia 

Sumaria en el foro primario, llevando a cabo todas las 
inferencias permisibles a su favor. 

 
Segundo, por estar en la misma posición que el foro 
primario, el Tribunal de Apelaciones debe revisar que 

tanto la Moción de Sentencia Sumaria como su 
Oposición cumplan con los requisitos de forma 
codificados en la Regla 36 de Procedimiento Civil, supra, 
y discutidos en SLG Zapata-Rivera v. JF Montalvo, 
supra. 

 
Tercero, en el caso de revisión de una Sentencia 

dictada sumariamente, el Tribunal de Apelaciones debe 
revisar si en realidad existen hechos materiales en 
controversia. De haberlos, el foro apelativo intermedio 

tiene que cumplir con la exigencia de la Regla 36.4 de 
Procedimiento Civil y debe exponer concretamente 

cuáles hechos materiales encontró que están en 
controversia y cuáles están incontrovertidos. Esta 
determinación puede hacerse en la Sentencia que 

disponga del caso y puede hacer referencia al listado 
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numerado de hechos incontrovertidos que emitió el foro 
primario en su Sentencia. 

 
Cuarto, y por último, de encontrar que los hechos 

materiales realmente están incontrovertidos, el foro 
apelativo intermedio procederá entonces a revisar de 
novo si el Tribunal de Primera Instancia aplicó 

correctamente el Derecho a la controversia. 
 

B 

Por su parte, en materia de derecho civil extracontractual, la 

doctrina de la interferencia torticera con relaciones contractuales 

supone la intervención ilícita de un tercero ajeno con determinado 

vínculo contractual, ello en perjuicio de la parte demandante.  La 

causa de acción pertinente es una al amparo del concepto general 

de culpa y negligencia estatuido en el Artículo en el Artículo 1802 

del Código Civil, 31 LPRA sec. 51418, y propone la existencia de una 

responsabilidad solidaria entre el tercero interviniente y el 

contratante que, a sabiendas, incumple con los términos de la 

obligación asumida con aquél que reclama.  Dolphin Int’l of P.R. v. 

Ryder Truck Lines, 127 DPR 869, 879 (1991); Gen. Office Prods. v. A. 

M. Capen’s Sons, 115 DPR 553, 558 (1984).     

Para que exista responsabilidad civil al amparo de la referida 

figura, los siguientes elementos deben concurrir: (1) existencia de 

un contrato con el cual interfiera un tercero; (2) culpa del tercero, 

bastando al respecto que el perjudicado presente hechos que 

permitan inferir que aquel actuó intencionalmente con conocimiento 

de la existencia del contrato; (3) daño al actor, y (4) que el daño sea 

consecuencia de la actuación culposa del tercero. Jusino et als. v. 

Walgreens, 155 DPR 560, 576 (2001). “El nexo causal necesario es 

entre el acto de tercero y su efecto sobre el perjudicado. Es 

impertinente a estos efectos que el cocontratante del perjudicado 

haya tenido la intención de incumplir el contrato. Basta con que el 

 
8 Advertimos que, mediante la aprobación del Código Civil de 2020, Ley 55-2020, 

31 LPRA sec. 1 et seq., el Código Civil de 1930 quedó derogado.  No obstante, 

hacemos referencia a sus términos, toda vez su vigencia al momento de la 

ocurrencia de los hechos de autos. 
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tercero haya provocado o contribuido a la inejecución”. Gen. Office 

Prods. v. A. M. Capen’s Sons, supra, pág. 559. A tenor con lo antes 

expuesto, resulta medular la efectiva existencia de un contrato legal 

con el cual se interfiera de manera intencional y culposa.  Siendo 

así, “[s]i lo que se afecta es una expectativa o una relación económica 

provechosa sin que medie contrato, la acción no procede, aunque es 

posible que se incurra en responsabilidad bajo otros supuestos 

jurídicos”. Dolphin Int’l of P.R. v. Ryder Truck Lines, supra, pág. 

879; Gen. Office Prods. v. A. M. Capen’s Sons, supra, pág. 559.   

C  

Finalmente, el desistimiento constituye el mecanismo 

procesal por el cual el actor, mediante la expresa declaración de su 

voluntad, anuncia su intención de abandonar el curso de la acción 

que promovió, teniendo ello el efecto de extinguir la pendencia del 

litigio de que trate.  JA Cuevas Segarra, Tratado de Derecho Procesal 

Civil, 2da. Ed., Publicaciones JTS, 2011, T. III, pág. 1138.  En lo 

concerniente, la Regla 39.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V., 

R. 39.1, traza los criterios y las consecuencias del empleo de la 

aludida figura en nuestro esquema de derecho.  A tal fin, 

expresamente dispone como sigue:   

a.  Por la parte demandante; por estipulación - Sujeto a 
las disposiciones de la Regla 20.5 de este apéndice, una 

parte demandante podrá desistir de un pleito sin una 
orden del tribunal:     

    
1.  Mediante la presentación de un aviso de 
desistimiento en cualquier fecha antes de la notificación 

por la parte adversa de la contestación o de una moción 
de sentencia sumaria, cualesquiera de éstas que se 
notifique primero, o     

   
2. Mediante la presentación de una estipulación de 

desistimiento firmada por todas las partes que hayan 
comparecido en el pleito.     
    

A menos que el aviso de desistimiento o la estipulación 
exponga lo contrario, el desistimiento será sin perjuicio, 

excepto que el aviso el desistimiento tendrá el efecto de 
una adjudicación sobre los méritos cuando lo presente 
una parte demandante que haya desistido 

anteriormente en el Tribunal General de Justicia, o en 
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algún tribunal federal o de cualquier estado de Estados 
Unidos de América, de otro pleito basado en o que 

incluya la misma reclamación.       
    

b.  Por orden del tribunal - A excepción de lo dispuesto 
en el inciso (a) de esta regla, no se permitirá a la parte 
demandante desistir de ningún pleito, excepto mediante 

una orden del tribunal y bajo los términos y las 
condiciones que éste estime procedentes.  A menos que 

la orden especifique lo contrario, un desistimiento bajo 
este párrafo será sin perjuicio.     

    

De conformidad con la norma antes esbozada, nuestro 

ordenamiento distingue entre el desistimiento producto de la sola 

voluntad del demandante o de las partes, y aquél decretado 

únicamente mediante la anuencia del tribunal. Específicamente, el 

inciso (a) del referido precepto provee para que el promovente de una 

acción, por sí y previo a que le sea notificada algún tipo de alegación 

responsiva por parte del promovido, opte, sin más, por no proseguir 

su causa.  Igualmente, también contempla el caso y las condiciones 

en las que, luego de acontecida dicha instancia, todas las partes 

comparecientes suscriban una estipulación prestando su 

consentimiento a fin de suspender la pendencia del pleito.   

Ahora bien, el inciso (b) de la disposición antes transcrita, 

regula los efectos de una petición sobre desistimiento luego de que 

un demandado haya cursado su alegación responsiva, cuando se 

haya presentado una solicitud sobre sentencia sumaria, o en defecto 

de una estipulación sobre desistimiento entre los litigantes.  En 

cualquiera de estos escenarios, el demandante está llamado a 

presentar una moción al tribunal, debidamente notificada a todos 

los comparecientes, informando su intención de renunciar a la 

continuación del pleito.  Por su parte el Juzgador habrá de adjudicar 

sus méritos conforme dicte su criterio discrecional, todo a la luz de 

las particularidades del caso.  Ramos Báez v. Bossolo López, 143 

DPR 567, 571 (1997).  Ello así, toda vez que el propio estatuto le 

permite actuar “bajo los términos y las condiciones que estime 

procedentes”. Regla 39.1 (b), supra. 
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III 

 En la presente causa, la parte apelante en esencia plantea que 

el Tribunal de Primera Instancia erró al dictar sentencia sumaria en 

el caso de epígrafe, ello a pesar de que, a su juicio, existe una 

genuina controversia de hechos sobre si, en efecto, la apelada 

Edrington Americas asumió las obligaciones de Brugal en el contrato 

de distribución en controversia. En específico, aduce que contrario 

a lo resuelto, no se estableció que la apelada Edrington Americas 

asumió los derechos y obligaciones de Brugal en el vínculo en 

controversia, de modo que no pudiera considerársele como un 

tercero ajeno al mismo.  A su vez, indica que el foro primario incurrió 

en error al no considerar la admisión que, en su contestación a la 

demanda, la referida entidad efectuó, ello en cuanto a que era un 

tercero no vinculado al contrato de distribución entre Brugal y la 

parte apelante.  Del mismo modo, en su recurso, la parte apelante 

también arguye que el tribunal primario incidió y abusó de su 

discreción al determinar que la cancelación del contrato en litigio no 

fue una arbitraria ni caprichosa, todo sin considerar si, en dicha 

gestión, se cumplió, o no, con los términos de la Ley Núm. 75, supra, 

ello, en cuanto a la existencia de justa causa. Impugna, a su vez, la 

determinación por la cual el Tribunal de Primera Instancia concluyó 

que la apelada CC1 no interfirió con el contrato de distribución que 

tenía con Brugal, por razón de que el mismo se canceló previo a su 

designación como nuevo distribuidor.  Habiendo examinado los 

referidos señalamientos, a la luz de los hechos establecidos y el 

derecho aplicable, resolvemos confirmar la Sentencia apelada.      

Un examen del expediente que nos ocupa nos lleva a concluir 

que el pronunciamiento que atendemos es uno conforme a derecho 

y a la prueba presentada. De los documentos de autos, no surge 

controversia alguna de hechos medulares que amerite dirimir el 

presente asunto mediante el cauce ordinario de adjudicación. Tras 
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ejercer nuestras funciones revisoras, coincidimos con que, en el 

presente caso, concurren las condiciones procesales propias a la 

eficacia del mecanismo adjudicativo empleado por la sala 

sentenciadora. Igualmente, intimamos que la sentencia apelada 

responde a una adecuada interpretación y aplicación del derecho 

pertinente a la materia que atendemos, ello respecto a la efectiva 

concurrencia de los criterios que legitiman una causa de acción 

sobre interferencia contractual torticera.  Nos explicamos.  

 En primer lugar, tal cual resuelto por la sala sentenciadora, 

la apelada Edrington Americas no puede ser catalogada como un 

tercero ajeno a los efectos del contrato que, en su día, la parte 

apelante asumió con Brugal en cuanto a la distribución de los 

productos de esta última. Contrario a los planteamientos de la parte 

apelante, la prueba documental incontrovertida que hemos tenido a 

nuestro haber revisar, sostiene que, en efecto, la apelada Edrington 

Americas adquirió los derechos y obligaciones de Brugal en el 

contrato de distribución en controversia. En específico, surge de los 

documentos que la mayoría de las acciones de Brugal fue adquirida 

por la compañía matriz de la apelada Edrington Americas y que esta 

especialmente se le designó como la entidad a cargo de supervisar 

todo lo relacionado al mercadeo de los productos Brugal en Puerto 

Rico. De hecho, la prueba establece que ello fue directamente 

notificado a la parte apelante y que, desde la referida designación, 

esta reportaba sus gestiones a la apelada Edrington Americas, por 

lo que, ciertamente, consintió a que esta figurara como nuevo 

principal en la obligación.  

Según se estableció ante el foro primario y ante nos, las 

facultades de la apelada Edrington Americas respecto a la 

distribución en controversia fueron avaladas por su empresa matriz, 

por Brugal y por la parte apelante. Es más, fue Edrington Americas 

quien optó por cancelar el contrato en cuestión, a la luz de ejercicio 
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de su criterio sobre los mejores intereses del negocio.  En este 

contexto, apuntamos a que, en nada incide sobre la corrección de lo 

resuelto el hecho de que, tal cual destaca la parte apelante, el 

tribunal primario haya indicado que la apelada Edrington Americas, 

advino a ser “accionista principal” de Brugal. En este sentido, su 

empresa matriz fue quien, como tal, específicamente encomendó a 

la entidad aquí apelada la gestión de supervisar las operaciones de 

los productos Brugal por parte de la entidad apelante. Siendo así, 

toda vez que la apelada Edrington Americas asumió los derechos y 

obligaciones de Brugal en el vínculo en cuestión, esta advino a ser 

parte directa en el mismo, hecho que, naturalmente excluye la 

posibilidad de considerársele como un tercero ajeno al contrato.  Por 

tanto, ninguna interferencia contractual puede serle imputada.  

A igual conclusión llegamos respecto al señalamiento por el 

cual la parte apelante se reafirma en que la admisión que la apelada 

Edrington Americas efectuó en su Contestación a la Demanda, debió 

considerarse en la adjudicación del caso.  No obstante, tal y como 

correctamente argumentan las apeladas en su comparecencia ante 

nos, las admisiones judiciales únicamente obligan si versan sobre 

cuestiones de hechos y no de derecho. El trámite de la presente 

causa revela que, en la consecución de la más correcta y justa 

adjudicación de la controversia entre las partes, se demostró que, a 

pesar de la referida aseveración, legalmente, la apelada, por su 

injerencia con el vínculo en controversia, no puede calificarse como 

un tercero ajeno a una relación contractual.  Siendo así, la parte 

apelante no puede pretender que judicialmente se declare una 

condición contraria a ley.  

 Ahora bien, respecto a los señalamientos relativos a la 

intervención de la apelada Edrington Americas, entendemos 

menester destacar que la parte apelante nunca se opuso a la 

solicitud de sentencia sumaria promovida por esta.  Por tanto, no 
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habiendo controvertido los hechos claramente establecidos por ella 

establecidos, estamos impedidos de acoger sus argumentos. 

De otra parte, sobre el planteamiento por el cual la parte 

apelante aduce que el foro primario incidió al no considerar si la 

cancelación de su contrato de distribución fue una sin justa causa 

a la luz de los términos de la Ley Núm. 75, supra, advertimos que 

nada podemos expresar al respecto. Es nuestra postura que, dada 

la naturaleza de la causa de acción de epígrafe, el Tribunal de 

Primera Instancia no estaba llamado a disponer del asunto a la luz 

del precitado estatuto. La causa de acción de autos versa sobre una 

demanda por interferencia contractual torticera, cuya dilucidación 

no requiere interpretación ni aplicación alguna de lo dispuesto en la 

Ley Núm. 75, supra.  Mucho menos requiere que las partes apeladas 

cumplan con la carga probatoria que, bajo dicho estatuto compete a 

la aquí apelante. El tribunal sentenciador no tenía obligación alguna 

de determinar la existencia, o no, de la justa causa aducida por la 

apelante, sino, ceñir su criterio adjudicativo a la concurrencia de los 

criterios normativos establecidos para la causa de acción que, 

efectivamente, se sometió a su escrutinio.   

Igualmente, y en el marco procesal de la tramitación del 

recurso de autos, coincidimos con que la solicitud de desistimiento 

voluntario promovida por la parte apelante, ello, en cuanto a la 

apelada Edrington Americas, en nada afecta la legitimidad de la 

Sentencia aquí apelada.  Si bien, en efecto, la parte apelante unió a 

la apelada Edrington Americas como parte en un pleito en la Corte 

Federal, dicho proceder se efectuó luego de mediar un avance 

considerable en los trámites del caso de epígrafe. Específicamente, 

a dicho momento, habían transcurrido cerca de cuatro (4) años 

desde la presentación de la demanda de epígrafe, ya se habían 

presentado las alegaciones responsivas a la demanda de autos, así 

como, también, las tres (3) mociones de sentencia sumaria aquí 
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aludidas.  Por tanto, de conformidad con el derecho antes expuesto, 

ello en cuanto a esta materia en particular, la aceptación, o no, del 

desistimiento en controversia, lejos de tener un efecto automático, 

estaba sujeta al ejercicio de la discreción del tribunal.  A lo anterior 

añadimos que, previo a la solicitud de desistimiento, la parte 

apelante no se opuso a la solicitud de sentencia sumaria promovida 

por la apelada Edrington Americas, hecho que, dada la conducta 

procesal que supone, también refuerza la validez de la aplicación del 

juicio discrecional del tribunal.  Siendo ello de este modo, en nada 

afecta el que el Tribunal de Primera Instancia, al momento de dictar 

la Sentencia que atendemos, no haya dispuesto del desistimiento en 

controversia.  Por tanto, en ausencia de prueba en el expediente que 

revele que, al así actuar, el foro sentenciador haya actuado en abuso 

de discreción, nada podemos imponer al respecto.  

Finalmente, la parte apelante afirma que el tribunal primario 

incidió al resolver que la apelada CC1 no interfirió con la ejecución 

del contrato de distribución que, en su día, tuvo con Brugal.  Sin 

embargo, coincidimos que nada en la prueba mueve nuestro criterio 

a resolver en contrario.  En principio, tal cual se estableció, la 

designación de la apelada CC1 como la nueva distribuidora de la 

marca Brugal ocurrió con posterioridad a que se dejara sin efecto el 

contrato de la parte apelante.  Por tanto, tal cual expresan las 

apeladas en su recurso, no existía contrato alguno con el cual 

interferir. Además, aun cuando es su contención que la apelada CC1 

conocía de la vigencia del mismo, no obra evidencia ante nos que 

demuestre acto culposo alguno imputable a esta que permitiera 

entrever que provocó la cancelación contractual objeto de litigio. 

Siendo de este modo, forzoso es concluir que no concurren los 

criterios normativos para establecer la procedencia de una causa de 

acción sobre interferencia contractual torticera en contra de la 

apelada CC1.  
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El expediente que nos ocupa nos ha permitido constatar que 

las determinaciones emitidas por el Tribunal de Primera Instancia 

encuentran apoyo legal y fáctico en los documentos presentados. El 

pronunciamiento apelado interpreta y aplica correctamente la 

norma vigente en nuestro estado de derecho, ello a la luz de una 

juiciosa y razonable apreciación de la prueba que ante el tribunal 

primario se presentó. De este modo, dado a que la parte apelante no 

controvirtió los hechos establecidos por las entidades aquí apeladas, 

resolvemos que no existe controversia de hechos alguna sobre la 

corrección de la desestimación resuelta.    

IV 

 Por los fundamentos que anteceden, se confirma la Sentencia 

apelada.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


